


 

  

administrativo, el Ayuntamiento; y establece, también, el concreto momento en que surge el derecho (cuando el 
planeamiento general señale ámbitos de desarrollo o cuando de otra forma se definan las "condiciones para su 
desarrollo"). Cierto es que la eficacia del derecho a la presentación del planeamiento aún depende, en gran 
medida, de la legislación urbanística de cada Comunidad Autónoma (así, al regular lo que deban ser los 
"ámbitos" o las "condiciones de desarrollo"); pero la existencia de un ámbito de regulación autonómica no sirve 
por sí para justificar la constitucionalidad de un precepto, como es el art. 16.1 LRSV, que no se ha limitado a 
trazar las líneas normativas fundamentales que definen la propiedad urbana. Estamos, en suma, ante una 
regulación que excede de las "condiciones básicas" para asegurar la igualdad de los españoles en el ejercicio de 
la propiedad urbana (art. 149.1.1 CE) e invade las competencias urbanísticas propias de las Comunidades 
Autónomas. En consecuencia, debemos declarar la inconstitucionalidad y nulidad del art. 16.1 LRSV  

            El art. 16, en efecto señala un derecho  y el régimen básico de ejercicio del mismo ¿cómo sino  puede 
garantizarse la igualdad en el ejercicio de este derecho que es tambien parte del contenido del art. 149 1º C.E. . 
Sin una precisión tal  ¿Cuándo podrá ejercerse el derecho? ¿ Cómo tendría que haber redactado el Legislador 
Estatal el precepto para, dejando a las Comunidades Autónomas el margen de dibujar los instrumentos de 
planeamiento, quede claro que a partir de determinado momento existe tal derecho –como contenido del 
derecho de propiedad urbnan: art. 15 ley 6/98- y antes no, sino una  simple expectativa...?  

            En segundo lugar se anula el art. 38 por contener una regulación procedimental específica para la 
expropiación urbanística que no se reduce a “principios o mínimos” ni ser expresión de  una garantía 
expropiatoria general, expresión esta con la que el TC parece referirse a que no se esta regulando la 
expropiación en general, si bien, hay que señalar que tambien el procedimiento expropiatorio ha sido 
considerado parte sustancial de la garantia expropiatoria..  

            Y finalmente, de nuevo surge el tema de Ceuta y Melilla, pues la STC 164/2001 se ve confrontada con el 
“olvido” que el  TC sufrió en su anterior Sentencia 61/97.Ante la alegación de los recurrentes que el 
otrogamiento de potestates legislativas al Estado para la ordenación  Urbanística de las mimsas pudiera 
enturbiar el derecho supletorio, el Tribunal abre una puerta a la enmienda: 

Se extienden los recurrentes en planteamientos hipotéticos y generales sobre la posible eficacia de las leyes 
urbanísticas del Estado para Ceuta y Melilla. Pero lo cierto es que tras aquellos planteamientos generales sólo 
hay un reproche de inconstitucionalidad: la inseguridad jurídica que ocasiona la Disposición adicional tercera 
LRSV, tanto en lo referente a su coexistencia con el texto refundido de la Ley del Suelo de 1976 (actualmente 
supletorio), como en lo que se refiere a la eficacia que una ley urbanística del Estado, dictada sólo para parte de 
su territorio (Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla), pueda tener en el territorio de las Comunidades 
Autónomas. Tales reproches de inconstitucionalidad deben ser rechazados. Este Tribunal ha declarado la 
inconstitucionalidad de preceptos legales contrarios al principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE) cuando 
generaban una situación de incertidumbre y falta de previsibilidad respecto del Derecho aplicable (STC 46/1990, 
de 15 de marzo, FJ 4). Pero con independencia de cuál pueda ser en cada caso el alcance de la legislación 
urbanística del Estado para Ceuta y Melilla, lo cierto es que de la simple previsión de aquella legislación, cual 
hace la Disposición adicional impugnada, no puede seguirse el reproche de inseguridad jurídica que denuncian 
los recurrentes. Baste para ello con señalar que ninguna duda puede haber para los ciudadanos y los aplicadores 
del Derecho de que las normas urbanísticas aplicables en cada territorio son las aprobadas por cada Comunidad 
Autónoma. Ulteriores consideraciones sobre posibles desplazamientos entre normas supletorias pueden resultar 
de interés como hipótesis que hagan avanzar el pensamiento jurídico-público, pero no traen a la luz una 
situación de incertidumbre jurídica.  

Luego, en el futuro, el resultado podría ser el que ya apunto alguna doctrina administrativa: Legislar para Ceuta 
y Melilla con alcance supletorio para todo el Estado ( art. 149 3 in fine C.E.).Quizás así se hiciera evidente que la 
competencia estatal ex art. 149 1 C.E. puede amparar normas con el solo alcance de derecho supletorio, 
perspectiva esta que rechaza el Tribunal Constitucional,  cuya posición, en último extremo, no deja más 
alternativa al Legislador estatal para recuperar cierta unidad del ordenamiento en materias esenciales, que las 
leyes de armonización ex art. 150.3 C.E. 
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